	República de Colombia 

Rama Judicial

[image: image2.png]h JU,,,
>

e
AR
QME\A'

>yl
Sala Jurisdiccional
Disciplinaria




CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA
	
	

	M.P.CAMILO MONTOYA REYES

Radicado No. 110011102000201905640 01

             Referencia:  Tutela de Segunda Instancia 
	
	



REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL


              [image: image1.png]h JU,,,
>

e
AR
QME\A'

>yl
Sala Jurisdiccional
Disciplinaria




CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá D. C., 17 de octubre de 2019
Aprobado según Acta de Sala No. 77 de la fecha.

Magistrado Ponente: Doctor Camilo Montoya Reyes 

Radicado N° 110011102000201905640 01


Accionante: Himer Alberto Mieles Pinto
Accionada: Salud Total EPS                                     

ASUNTO
Procede la Sala a resolver la impugnación interpuesta por el accionante, contra el fallo de tutela proferido el 12 de septiembre de 2019, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá
, que declaró improcedente la acción de tutela incoada por el señor HIMER ALBERTO MIELES PINTO, contra SALUD TOTAL EPS.

ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL

El accionante instauró la acción de tutela como mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable en su contra. Solicitó por tanto se le tutelen sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la igualdad, a la seguridad social y a la vida en condiciones dignas, los cuales le están siendo violados por la accionada al negarle el reconocimiento  y pago de las incapacidades médicas por enfermedad común, generadas en virtud de una cirugía de rodilla que le fue practicada en el mes de mayo de este año, cuyos períodos de incapacidad están comprendidos así: entre el 30 de mayo  y el 28 del mes de junio y del 12 al 21 de julio de 2019.  
Indicó que es afiliado cotizante de la accionada y trabajó para dos empresas en las que estuvo afiliado a la misma EPS, en la Escuela Colombiana de Ingeniería Julio Garavito hasta el 22 de mayo de 2019 y a partir del  28 de mayo de 2019 con el empleador PROYEKSA SAS. Sostuvo que el 30 de mayo de 2019 le fue realizada una cirugía de rodilla de reconstrucción de ligamento cruzado anterior derecho y remodelación meniscal por artroscopia, por lo cual el médico especialista tratante de la accionada le dio una incapacidad médica inicial entre el 30 de mayo y el 28 de junio de 2019, de el 2 al 11 de julio 2019 y del 12 al 21 de julio de 2019: Ambos empleadores asumieron el pago de la seguridad social por un período posterior a la terminación de sus contratos de trabajo.
Mencionó que actualmente antes y durante la realización de la cirugía y de los periodos de incapacidad, salud total reportó el pago de aportes de seguridad social en salud de ambos empleadores, esto es, hasta el 22 de mayo de 2019, y a partir de 28 de mayo 2019 sin que existiera interrupción en el pago de los mismos.  Igualmente hubo a su nombre más de 4 semanas ininterrumpidas de aportes a la seguridad social en salud.
Cumplido el término de sus incapacidades, su actual empleador efectuó el pago de los dos primeros días de incapacidad como lo ordena la ley,  pero no los días restantes porque SALUD TOTAL EPS negó su reconocimiento y pago. La accionada alegó que al momento del evento o cirugía (30 de mayo 2019) el usuario no presentaba semanas de cotización ininterrumpidas al Sistema General de Seguridad Social. Indicó que al constatar el sistema,  aparecía que el 6 de agosto 2019 la accionada realizó el pago a la  Escuela Colombiana Julio Garavito, de la incapacidad correspondiente al período de 2 al 11 de julio de 2019, dinero que la empresa le entregó,  sin que apareciera el reporte de las otras 2 incapacidades a ninguno de sus  empleadores.
Aseguró que la accionada efectuó el pago y negó sus incapacidades, a su arbitrio,  sin respetar la ley, y sin tener en cuenta sus derechos constitucionales como persona (mínimo vital,  igualdad,  seguridad social y vida en condiciones dignas), con lo cual ha visto afectado gravemente la asunción de sus gastos de manutención, vivienda, transporte, asistencia a citas médicas y terapias. 

Concluyó diciendo que, aunque existen otros medios judiciales de defensa,  los mismos no  son satisfactoriamente idóneos y eficaces para garantizar la protección inmediata de sus derechos constitucionales,  pues con la entrada en vigencia de la Ley 1949 de 2019,  la Superintendencia Delegada para Asuntos Jurisdiccionales y de conciliación,  ya no es competente para conocer de demandas cuya pretensión sea el reconocimiento y pago de prestaciones económicas,   generándose una carga mayor para el afiliado,  quién debe acudir a una instancia judicial,  que por sus términos no resulta eficaz para garantizar la prestación del servicio de salud de los usuarios del sistema. 
PRUEBAS APORTADAS POR EL ACCIONANTE

Con el fin de establecer la vulneración de los Derechos Constitucionales solicita y aporta el tutelante las siguientes pruebas:

“DOCUMENTALES

1. Certificado de incapacidades médicas adeudadas, correspondientes al período comprendido entre el 30 de mayo  y el 28 del mes de junio y del 12 al 21 de julio de 2019.  
2. Solicitud de pago de incapacidades tramitadas por la empresa PROYECTA S.A.S.
3. Respuesta de negación de pago de incapacidades proferida por la EPS SALUD TOTAL de 4 de agosto de 2019.

4. Reporte de pago y negación de incapacidades, enviado por SALUD TOTAL EPSP, donde se puede verificar que la EPS canceló el período de incapacidad comprendido entre el 2 y el 11 de julio de 2019, a la Escuela Colombiana de Ingeniería Julio Garavito en fecha 6 de agosto de 2019. 
PRETENSIONES 
PRIMERA.- Se le tutelen sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la igualdad, a la seguridad social y a la vida en condiciones dignas.
SEGUNDA.- Que como consecuencia del amparo constitucional invocado, se ordene a SALUD TOTAL EPS, proceda a reconocer y pagar en su favor, las incapacidades médicas por enfermedad común, correspondientes a los períodos comprendidos entre el 30 de mayo y el 28 de junio de 2019, y del 12 al 21 de julio del mismo año.

TERCERA.-  Que de no ser posible el reconocimiento y pago a su favor y/o a favor de la empresa   PROYECTA S.A.S., en calidad de su actual empleador, el mismo sea efectuado a través de la Escuela Colombiana de Ingeniería Julio Garavito, su anterior empleador, y a quien ya le fue cancelada el 6 de agosto de 2019 la incapacidad correspondiente al período de 2 al 11 de julio de 2019.
ACTUACION PROCESAL DE LA SALA SECCIONAL

Repartida la presente acción de tutela, mediante auto de 2 de septiembre de 2019
, se avocó el conocimiento de la misma,  el 3 de septiembre del mismo año, se ordenó correr traslado a la accionada SALUD TOTAL EPS, y a los terceros PROYECTA S.A.S., y ESCUELA COLOMBIANA DE INGENIERÍA JULIO GARAVITO
Corrido el término de traslado,  se pronunciaron en forma concreta así:
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS

SALUD TOTAL EPS.

El doctor ALBERTO ROMERO LARA, Gerente Sucursal Bogotá de SALUD TOTAL EPS, indicó que el actor se encuentra afiliado como cotizante dependiente del empleador Universidad Manuela Beltrán, pero que para la fecha de expedición de las incapacidades se encontraba afiliado como cotizante dependiente del empleador PROYEKSA SAS, que el actor presenta tres incapacidades transcritas: P8347948 del 30 de mayo al 28 de junio de 2019, P8588159 del 2 al 11 de julio de 2019 y P8433232 del 12 al 21 de julio de 2019.
Afirma que se verificó, que por la incapacidad inicial con Nail P8347948, no era procedente su reconocimiento, teniendo en cuenta que el accionante no tiene derecho, por no presentar 28 días mínimos de afiliación; pues esa incapacidad inició el 30 de mayo de 2019 y el contrato con PROYEKSA SAS comenzó el 28 de mayo de 2019, cuyas cotizaciones datan del mes de junio de este año. Ello, de acuerdo con lo previsto en el artículo 81 del Decreto 2353 de 2015. Aclaró que la anterior empleadora del actor, Escuela Colombiana de Ingeniería, realizó novedad de cierre del contrato el 30 de junio de 2019, razón por la cual no existe continuidad laboral. 

En lo relacionado con las otras dos incapacidades, se procedió a su liquidación y pago, por lo tanto el accionante puede reclamar el valor de esas incapacidades ante su ex empleador PROYEKSA SAS, dentro de ocho (8) días hábiles, por ser un trabajador dependiente. El pago se realiza al empleador porque es el aportante y para evitar el doble pago de la incapacidad al protegido.
Finalmente dice que, en este evento, la acción de tutela es improcedente por ausencia actual de objeto porque la pretensión requerida ha sido satisfecha.
PROYECSA S.A.S.

Dio contestación la señora ANA MILENA OLARTE ARENAS, representante legal de PROYEKSA SAS, quien sostuvo que como actuales empleadores del actor puede manifestar como cierto que SALUD TOTAL EPS le negó el pago de las incapacidades médicas al accionante, lo cual conoció la empresa de primera mano, porque realizaron la correspondiente solicitud a la accionada para tales efectos, sin que diera respuesta positiva a ese requerimiento. Por ese motivo, al accionante  Mieles Pinto, solo le fueron cancelados los dos primeros días de incapacidad sin que a la fecha se haya normalizado el pago de los días restantes.

El 3 de septiembre de 2019, le fue notificada por SALUD TOTAL EPS, la decisión de reconocer y pagar las incapacidades médicas por los períodos comprendidos entre los días 2 y 11 de julio de 2019, y 12 y 21 de julio de 2019, ambas por diez (10) días. Manteniendo la decisión de NO reconocer y pagar la incapacidad médica correspondiente al período comprendido entre el 30 de mayo y el 28 de junio de 2019, equivalente a treinta (30) días.
Expuso que sobre el hecho de la doble afiliación del trabajador, es cierto que a la fecha, la empresa PROYEKSA SAS efectuó su afiliación, pero continuaba afiliado por parte de su anterior empleador, situación que no fue impedimento para que la accionada realizara la nueva afiliación y continuara aceptando el doble pago en aportes a salud por el mismo afiliado.  
Igualmente, que como empleadores actuales del trabajador, la EPS les manifestó por escrito que no les iba a realizar el pago de las incapacidades, porque al momento del evento (30 de mayo de 2019), el usuario no presentaba semanas de cotización ininterrumpidas. No obstante, el 3 de septiembre de 2019 les informó que va a realizar el reconocimiento y pago de las otras dos incapacidades, cada una por diez (10 días). Decisión que no se entiende, porque al momento de generarse esas incapacidades, no tenían tampoco las semanas de cotización ininterrumpida
Por su parte la Escuela Colombiana de Ingeniería Julio Garavito, guardó silencio. 
PROVIDENCIA IMPUGNADA

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, en el fallo proferido el 12 de septiembre de 2019, resolvió:

“PRIMERO: DECLARAR improcedente la acción de tutela formulada por el señor HIMER ALBERTO MIELES PINTO contra SALUD TOTAL EPS…”
El análisis de la improcedencia realizada por el a quo, se centró en no haber encontrado cumplido el elemento de la subsidiariedad y menos aún el perjuicio irremediable alegado por el accionante, lo cual soportó en amplia jurisprudencia proferida por la Máxima Corporación Constitucional.

Con tal fundamento determinó, que si bien en principio podía afirmarse como válida la interpretación normativa invocada por el actor, dado que en la Ley 1949 de 2019,  no aparece consagrado expresamente el pago de prestaciones económicas a cargo de las Entidades Promotoras de Salud, como si lo estaba en el artículo 41 de la Ley 1122 de 2007 (modificado por el artículo 126 de la Ley 1138 de 2011), la Sala de instancia consideró que aun así, la presente acción de tutela era improcedente por dos razones: i) porque existe en el ordenamiento jurídico un procedimiento ordinario para resolver esta clase de asuntos; y ii) porque en este evento no se dan los presupuestos exigidos por la jurisprudencia constitucional para que proceda la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Indicó que así analizados esos presupuestos de cara a la situación alegada por el actor, la Sala de instancia determinó que el accionante no reunía los requisitos de tal condición, toda vez que no había alegado, ni había demostrado ser sujeto de especial protección; no se encontraba en situación de debilidad manifiesta; ni su vida, salud o integridad personal se encontraban en riesgo o peligro inminente; ni tampoco se configuraba una situación de urgencia.


DE LA IMPUGNACIÓN

El  accionante impugnó la decisión, diciendo que la acción de tutela invocada como mecanismo transitorio era en el entendido de que su procedencia se sujetó única y exclusivamente, a que no existe un medio idóneo, oportuno y eficaz que de manera inmediata evitara la violación de sus derechos constitucionales fundamentales; pues lo que se busca es que dicha entidad le reconozca y pague a su favor, la incapacidad médica por enfermedad común, correspondiente al periodo comprendido entre el  30 de mayo y el día 28 de junio de 2019, dado que la prestación le está siendo negada por la entidad accionada, con el único argumento de que para el momento en que inició esa incapacidad -30 de mayo de 2019-, no cumplía con el requisito de acreditar veintiocho (28) días mínimos de afiliación que exige la ley para estos casos, con lo cual quiere desligarse de su obligación legal de reconocerle las incapacidades médicas a sus afiliados y afectar sus derechos constitucionales fundamentales al imposibilitarlos de poder cobrar los dineros que por ley han sido destinados al cubrimiento de las contingencias propias de la disminución física en la que se encuentran como consecuencia de este tipo de afectaciones a su salud y por ende, a su capacidad laboral.

Para tal efecto citó algunas decisiones de la Corte Constitucional, en sustento de su petición, al señalar que tratándose de la reclamación del pago de incapacidades médicas, la acción de tutela si es procedente y, por tanto, debe el Juez de tutela entrar a decidir de fondo, si el beneficiario del reconocimiento y pago de dicha prestación médico asistencial tiene o no derecho a recibirla.

Por último señaló que el a quo en su decisión hizo un juicio de valor a todas luces irresponsable al indicar: "Por el contrario, se trata de una persona que, de acuerdo con los valores de las incapacidades que le fueron canceladas. devenga más de un salario mínimo legal mensual vigente: que el sueldo que devenga lo utiliza únicamente para cubrir sus necesidades personales: y que ha podido reintegrarse a su trabajo y no ha demostrado un perjuicio irremediable" (Sic a las negrillas y subrayas”

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA SALA
1.- Competencia.

En virtud de lo dispuesto en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 31 y 32 del Decreto 2591 de 1991, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer en segunda instancia de la impugnación interpuesta contra los fallos de tutela proferidos por las Salas Jurisdiccionales Disciplinaria de los Consejos Seccionales de la Judicatura.

Y si bien en razón a la entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 02 de 2015, se adoptó una reforma a la Rama Judicial, denominada “equilibrio de poderes”, en lo atinente al Consejo Superior de la Judicatura, el parágrafo transitorio primero del artículo 19 de la mencionada reforma constitucional establece: “Los actuales Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, ejercerán sus funciones hasta el día que se posesionen los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial”.  
En el mismo sentido, la Sala Plena de la Corte Constitucional en Autos 278 y 372 de 9 de julio y 26 de agosto de 2015 respectivamente, al pronunciarse sobre la competencia para conocer conflictos de jurisdicciones, decantó el alcance e interpretación de la entrada en vigencia del referido Acto Legislativo No. 02 de 2015, concluyendo que en relación a las funciones que se encontraban a cargo de esta Sala, las modificaciones introducidas quedaron distribuidas de la siguiente manera: (i) la relacionada con el ejercicio de la jurisdicción disciplinaria, pasó a la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y a las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial, órganos creados en dicha reforma (artículo 19), y (ii) la relacionada con dirimir los conflictos de competencia que surjan entre las distintas jurisdicciones, fue asignada a la Corte Constitucional (artículo 14). En cuanto hace al conocimiento de las acciones de tutela, como ya se mencionó, el parágrafo del artículo 19 dispuso expresamente que “la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y las 5 Comisiones Seccionales de Disciplina Judiciales no serán competentes para conocer de acciones de tutela”.

Reiteró la Corte Constitucional en relación a las funciones jurisdiccionales del Consejo Superior de la Judicatura, lo decidido en el Acto legislativo 02 de 2015, así: “los actuales Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, ejercerán sus funciones hasta el día que se posesionen los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial”, en consecuencia, conforme las medidas transitorias previstas en el Acto Legislativo 002 de 2015, estimó la Guardiana de la Constitución que hasta tanto los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial no se posesionen, los Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura deben continuar en el ejercicio de sus funciones, lo cual significa que actualmente ésta Colegiatura conserva sus competencias, es decir, se encuentra plenamente habilitada para ejercer, no sólo la función jurisdiccional disciplinaria, sino también, para dirimir los conflictos de competencia que surjan entre las distintas jurisdicciones y para conocer de acciones de tutela.  

Acorde con ello, la Sala centrará su análisis con sujeción a los límites de competencia que establece el artículo 32, inciso segundo, del Decreto 2591 de 1991, conforme al cual:

“El Juez que conozca de la impugnación, estudiará el contenido de la misma cotejándola con el acervo probatorio y con el fallo [...] si a su juicio el fallo carece de fundamento procederá a revocarlo de inmediato. Si se encuentra el fallo ajustado a derecho lo confirmará (...)”.

2.- El problema jurídico y planteamiento del caso. 

Pretende el accionante a través de este mecanismo constitucional, se le tutelen sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la igualdad, a la seguridad social y a la vida en condiciones dignas, los cuales a su juicio le están siendo violados por la EPS accionada, al negarle el reconocimiento  y pago de las incapacidades médicas por enfermedad común, cuyos períodos de incapacidad están comprendidos entre el 30 de mayo  y el 28 del mes de junio y del 12 al 21 de julio de 2019.  

Problema Jurídico.

Corresponde a esta Sala valorar si: (i) es procedente la presente acción de tutela, y (ii) si existe alguna vulneración de los derechos fundamentales a la salud, vida digna y seguridad social del accionante.

Para determinar lo anterior, se expondrá una consideración sobre: (A) la procedibilidad de la acción de tutela y (B) la viabilidad de amparo constitucional del accionante para obtener el reconocimiento y pago de prestaciones económicas “incapacidades médicas”. 

A.- La procedibilidad de la acción de tutela. 

La acción de tutela es una acción de creación Constitucional, instaurada para la protección inmediata de los derechos fundamentales, por lo cual esta figura encuentra su primera regulación en la Constitución, así el artículo 86 señala que la acción de tutela; “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (…)”.
 

Este requisito de procedibilidad es desarrollado por el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, según el cual la acción de tutela no procederá “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante (…).”  

El referido requisito tiene su excepción en los artículos 7 y 8 del Decreto 2591, ya que se establece la posibilidad de suspender los efectos del acto: “cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere (…)” y la posibilidad de interponer la tutela:  “Aun cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, la acción de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable(…)”.

De lo anterior se desprende la calidad de subsidiaria de la tutela, esto es, que la acción se encuentra supeditada al agotamiento del medio ordinario de defensa por parte del accionante, o a la inexistencia o ineficacia del mismo. En este sentido: “La Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando, con ella, se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo”.

Pero como toda acción procesal –la tutela es una acción con contenido procesal para la defensa de derechos fundamentales- el amparo constitucional tiene unas causales para su procedibilidad. 

Las causales genéricas de procedibilidad de la acción de tutela encuentran una finalidad clara: “garantizar que no exista abuso en el derecho de acción, así como los deberes mínimos procesales de las partes”.

En criterio de la Corte Constitucional, la exigencia de estos requisitos como deberes del accionante, es necesario para el adecuado desarrollo del proceso, siendo igualmente un mecanismo que promueva la posibilidad de pronunciarse por parte del juez ordinario sobre el asunto de relevancia constitucional.
 

El primer requisito es el presupuesto básico para la procedencia de la tutela, esto es la vulneración o amenaza de vulneración a un derecho fundamental, ya que sin éste, no existe la relevancia constitucional que da operatividad a la acción.

En efecto, las causales genéricas de procedibilidad de la tutela se refieren a seis elementos que debe cumplir el demandante según lo determinado por la Sentencia C-590 de 2005. Estos requisitos son: (1) que la cuestión que se discute tenga relevancia constitucional, (2) que se hayan agotado los medios ordinarios y extraordinarios de defensa, (3) que se cumpla con la inmediatez, (4) que en tratándose de una irregularidad procesal ésta tenga efectos sobre la decisión, (5) que el accionante identifique los hechos y derechos vulnerados y (6) que no se ejerza la tutela contra otro fallo de tutela. Sobre cada uno de estos puntos, la Sentencia C-590 de 2005, expresó:

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes.

 

b. Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de esta última.

 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.

 

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio.

 

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos.

 

f. Que no se trate de sentencias de tutela.  Esto por cuanto los debates sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas.” (Se omiten citas de la Corte) 

Reitérese, la procedencia o improcedencia de la acción, depende de la carga demostrativa que haga el accionante de los requisitos mencionados, correspondiéndole a éste la prueba de la satisfacción de los mismos.
1. El requisito de subsidiariedad de la acción de tutela – reiteración jurisprudencial

Es la Constitución en su artículo 86, la que señala expresamente que la acción de tutela; “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (…)”.

Este requisito de procedibilidad es desarrollado por el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, según el cual la acción de tutela no procederá “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante (…).”  

Esto reitera que la subsidiaridad de la tutela, supone que la acción se encuentra supeditada al agotamiento del medio ordinario de defensa por parte del accionante o a la inexistencia o ineficacia del mismo. En este sentido la Jurisprudencia constitucional ha sostenido “de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando, con ella, se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo”.

Al respecto es menester recordar, que la protección de los derechos constitucionales no es un asunto que haya sido reservado exclusivamente a la acción de tutela. En la medida en que la Constitución del 91 le impone a las autoridades de la República la obligación de proteger a todas las personas en sus derechos y libertades (C.P. art. 2°), se debe entender que los diversos mecanismos judiciales de defensa previstos en la ley, han sido estatuidos para garantizar la vigencia de los derechos constitucionales, incluidos los de carácter fundamental. De ahí que la propia Carta le haya reconocido a la tutela un carácter subsidiario frente a los demás medios de defensa judicial, los cuales se constituyen entonces en los instrumentos preferentes a los que deben acudir las personas para lograr la protección de sus derechos.

 

Sobre el punto, ha dicho la Corte Constitucional:

 
“la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico.”

 

La Acción de Tutela fue concebida por el Constituyente como una institución procesal dirigida a garantizar “una protección efectiva y actual, pero supletoria, de los derechos constitucionales fundamentales”,
 razón por la cual no puede ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos para controvertir las decisiones que se adopten durante su trámite. Es tarea del interesado buscar la protección a través de los medios judiciales que resulten idóneos, adecuados y disponibles, para tal fin.
Esto implica igualmente que cuando la ley pone a disposición del accionante, medios procesales idóneos y efectivos para la protección de sus derechos, pero, por su propia negligencia dichos medios pierden vigencia, porque opera el fenómeno de la caducidad, por ejemplo, el principio de subsidiaridad hace que deba declararse improcedente la Acción. En la sentencia SU-961 de 1999,
 la Sala Plena de la Corte Constitucional examinó el caso de varias personas que buscaban censurar diversos actos administrativos, contra los cuales no se había presentado oportunamente las respectivas acciones de nulidad y restablecimiento del derecho. Las tutelas se declararon improcedentes, entre otras cosas, porque:

“…si el titular de la acción ordinaria no hace uso de ella dentro del tiempo que la ley le otorga, no podrá esperar que el Estado despliegue su actividad jurisdiccional para ofrecerle la protección que necesita, pero su situación, entonces, no es imputable al Estado o a sus agentes, sino que obedece a su propia incuria, a su negligencia, al hecho de haberse abstenido de utilizar los medios de los cuales gozaba para su defensa. En tales situaciones, menos aún puede ser invocada la tutela, por cuanto no es ésta una institución establecida para revivir los términos de caducidad ni para subsanar los efectos del descuido en que haya podido incurrir el accionante”.

 

Por último, es necesario recalcar, la Corte Constitucional ha sido enfática en señalar,  cuando se alega la existencia de un perjuicio irremediable, corresponde al Juez comprobar que se trata de un daño cierto e inminente y no emanado de conjeturas o especulaciones,
 sino razonablemente sustentado en la apreciación de hechos reales y apremiantes; que sea grave por su trascendencia contra el derecho fundamental que lesionaría y de urgente atención, al ser inaplazable precaverlo o mitigarlo, para evitar que se consume una lesión antijurídica de connotación irreparable.
 

2. El requisito de inmediatez de la Acción de Tutela – reiteración jurisprudencial
 

La Corte Constitucional ha sostenido de forma pacífica y reiterada en su jurisprudencia, que si bien no existe un término de caducidad para la presentación la acción de tutela, es decir, ésta puede ser interpuesta en cualquier tiempo, dada su naturaleza cautelar, la petición de amparo debe ser interpuesta en un plazo razonable dentro del cual se presuma que la afectación del derecho fundamental es inminente y realmente produce un daño palpable. Lo anterior se sustenta en que si lo que se persigue con esta acción constitucional es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales frente a una vulneración o amenaza, es necesario que la petición sea presentada en el marco temporal de ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos.

 

 Al respecto, la Corte Constitucional ha reiterado, en cuanto al requisito de inmediatez, que:  

 

 (…) la acción de tutela ha sido instituida como remedio de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza. Luego no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a remplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales. (…) La acción de tutela ha sido instituida como remedio de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza.

 

Igualmente, en la SU-961 de 1999, la Corte Constitucional sostuvo que:

         

La posibilidad de interponer la acción de tutela en cualquier tiempo significa que no tiene término de caducidad. La consecuencia de ello es que el juez no puede rechazarla con fundamento en el paso del tiempo y tiene la obligación de entrar a estudiar el asunto de fondo. Sin embargo, el problema jurídico que se plantea en este punto es: ¿quiere decir esto que la protección deba concederse sin consideración al tiempo transcurrido desde el momento en que ha tenido lugar la violación del derecho fundamental?

 

Las consecuencias de la premisa inicial, según la cual la tutela puede interponerse en cualquier tiempo, se limitan al aspecto procedimental de la acción, en particular a su admisibilidad, sin afectar en lo absoluto el sentido que se le deba dar a la sentencia.  Todo fallo está determinada por los hechos, y dentro de estos puede ser fundamental el momento en el cual se interponga la acción, como puede que sea irrelevante. 

                   (…)

 Si el elemento de la inmediatez es consustancial a la protección que la acción brinda a los derechos de los ciudadanos, ello implica que debe ejercerse de conformidad con tal naturaleza. Esta condiciona su ejercicio a través de un deber correlativo: la interposición oportuna y justa de la acción.

                   (…)

Si la inactividad del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que se conceda la acción de tutela, del mismo modo, es necesario aceptar que la inactividad para interponer esta última acción durante un término prudencial, debe llevar a que no se conceda. En el caso en que sea la tutela y no otro medio de defensa el que se ha dejado de interponer a tiempo, también es aplicable el principio establecido en la Sentencia arriba mencionada (C-543/92), según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede alegarse para beneficio propio, máxime en los casos en que existen derechos de terceros involucrados en la decisión.”

 
Ahora bien, ese término razonable debe ser valorado por el juez de acuerdo a las circunstancias del caso concreto.  En efecto, en la citada sentencia se establecieron algunos factores que deben ser verificados por el juez de tutela para establecer si se cumple o no con el principio de inmediatez, a saber: 1) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes;  2) si esta inactividad injustificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión y 3) si existe un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados.
 

Por su parte, en la sentencia de la Corte Constitucional T-730 de 2003 se consideró que una estrategia útil para medir la inmediatez es la urgencia manifiesta para proteger el derecho. Al respecto expresó lo siguiente:

 

“Por una parte, si la acción de tutela pudiera interponerse varios años después de ocurrido el agravio a los derechos fundamentales, carecería de sentido la regulación que el constituyente hizo de ella. De esa regulación se infiere que el suministro del amparo constitucional está ligado al principio de inmediatez, es decir, al transcurso de un prudencial lapso temporal entre la acción u omisión lesiva de los derechos y la interposición del mecanismo de protección. Nótese que el constituyente, para evitar dilaciones que prolonguen la vulneración de los derechos invocados y para propiciar una protección tan inmediata como el ejercicio de la acción, permite que se interponga directamente por el afectado, es decir, sin necesidad de otorgar poder a un profesional del derecho; orienta el mecanismo al suministro de protección inmediata; sujeta su trámite a un procedimiento preferente y sumario; dispone que la decisión se tome en el preclusivo término de diez días; ordena que el fallo que se emita es de inmediato cumplimiento y, cuando se dispone de otro medio de defensa judicial, permite su ejercicio con carácter transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

De acuerdo con ello, el constituyente asume que la acción de tutela configura un mecanismo urgente de protección y lo regula como tal. De allí que choque con esa índole establecida por el constituyente, el proceder de quien sólo acude a la acción de tutela varios meses, y aún años, después de acaecida la conducta a la que imputa la vulneración de sus derechos. Quien así procede, no puede pretender ampararse en un instrumento normativo de trámite sumario y hacerla con miras a la protección inmediata de una injerencia a sus derechos fundamentales que data de varios años”.

 
Ateniéndose a esa línea jurisprudencial, la Corte Constitucional ha negado el amparo constitucional de los derechos fundamentales invocados por haberse interpuesto la tutela un año y once meses después de proferido un acto administrativo al que se le imputaba la vulneración (Sentencias T -344-00 Y T -575-02); un año después de proferida una sentencia de segunda instancia que se señalaba como constitutiva de vía de hecho (Sentencia T -1169-01); 7 meses después de haberse emitido un acto administrativo cuestionado por afectar el derecho a acceder a un cargo público (Sentencia T -033-02); dos años después de acaecidos los actos patronales que se señalaban como lesivos de derechos fundamentales de varios trabajadores (Sentencia T -105-02); dos años después del inicio de la cesación del pago de las mesadas pensionales a que el actor decía tener derecho (Sentencia T-843-02); un año y siete meses después del fallo de segunda instancia proferido en un proceso laboral (Sentencia T –315-05), etc.   En este orden de ideas, la razonabilidad del término de presentación de la acción de tutela debe ser analizada por el Juez constitucional atendiendo las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos del caso sometido a su estudio.

 El primer problema jurídico: ¿es procedente la presente acción de tutela?
Sea lo primero señalar, que esta Colegiatura tiene la obligación como Juez constitucional, el propender porque sus decisiones respondan a lo definido por el órgano de cierre en materia constitucional, de tal forma que se honre el principio básico de la administración judicial, de “justicia igual en derecho”. En consecuencia, sus decisiones deben demostrar una aplicación de las providencias del Máximo Tribunal en la materia, y las normas positivas que rigen la constitución y asunto a decidir.

En el presente caso,  la acción de tutela plantea una cuestión de relevancia constitucional y de cara a las pretensiones formuladas; dicha protección tiene cabida, sin que desde ahora se determine de fondo, si le asiste derecho o no a la protección aclamada por la accionante;  lo cierto es que se invocan derechos de primera generación como son la salud, vida digna y seguridad social.

Se cumple con el requisito de inmediatez, dado que el accionante reclama el pago de 

unas incapacidades médicas por enfermedad común, generadas en virtud de una cirugía de rodilla que le fue practicada en el mes de mayo de este año, cuyos períodos de incapacidad están comprendidos entre el 30 de mayo  y el 28 del mes de junio y del 12 al 21 de julio de 2019, obrando constancia de la negativa de pago por parte de la EPS, con fecha 4 de agosto del año en curso. De ahí que no surja duda sobre el cumplimiento del requisito de inmediatez
Ahora bien, como la impugnación del accionante tiene fundamento en la decisión desfavorable proferida por el a quo en primera instancia, al haber declarado improcedente la acción de tutela, al no haber encontrado cumplido el elemento de la subsidiariedad y menos aún el perjuicio irremediable alegado por el accionante, la Sala centrará su análisis, con base en los argumentos de reparo puestos de presente por el impugnante. 
Cuestiona el impugnante la decisión, diciendo que el mecanismo transitorio se discutía en el entendido de que su procedencia estaba sujeta única y exclusivamente, a que no existía un medio idóneo, oportuno y eficaz que de manera inmediata evitara la violación de sus derechos constitucionales fundamentales

En análisis de tal cuestionamiento, destaca la Sala que le asiste razón al a quo al determinar, que en el caso concreto no se cumple con el requisito de subsidiariedad, dado que la misma Corte Constitucional en diversos pronunciamientos, entre ellos la Sentencia T-375 de 2018, ha sido enfática en señalar 
 “(...) dicha excepción al requisito de subsidiariedad exige que se verifique: (i) una afectación inminente del derecho -elemento temporal respecto del daño-; (ii) la urgencia de las medidas para remediar o prevenir el perjuicio irremediable; (iii) la gravedad del perjuicio -grado o impacto de afectación del derecho-; y (iv) el carácter impostergable de las medidas para la efectiva protección de las garantías fundamentales en riesgo5.

Las anteriores reglas implican que, de verificarse la existencia de otros medios judiciales, siempre se debe realizar una evaluación de la idoneidad de los mismos en el caso concreto, para determinar si aquellos tienen la capacidad de restablecer de forma efectiva e integral los derechos invocados. Este análisis debe ser sustancial y no simplemente formal, y reconocer que el juez de tutela no puede suplantar al juez ordinario. Por tanto, en caso de evidenciar la falta de idoneidad del otro mecanismo, la acción puede proceder de forma definitiva.

De este modo, cuando el amparo es promovido por personas que requieren especial protección constitucional, como niños, niñas y adolescentes,  personas cabeza de familia, en situación de discapacidad, de la tercera edad o población desplazada, entre otros, el examen de procedencia de la tutela se hace menos estricto, a través de criterios de análisis más amplios, pero no menos rigurosos6.

(...) Así las cosas, esta Corporación ha señalado de manera general que, en virtud del principio de subsidiariedad, las acciones de tutela no proceden para el reconocimiento y pago de derechos de carácter económico surgidos de una relación laboral, como los auxilios por incapacidad, ya que los mismos son protegidos en el ordenamiento jurídico colombiano a través de los procesos laborales ordinarios y las acciones jurisdiccionales ante la Superintendencia Nacional de Salud. 
Adicionalmente, la Corte Constitucional ha reiterado que el conocimiento de ese tipo de solicitudes exige la valoración de aspectos legales y probatorios que muchas veces escapan a la competencia del juez de tutela. De esta manera, es claro que la improcedencia es una regla general para reclamar el reconocimiento y pago de incapacidades'.

En tal sentido, es propio entender que el artículo 2° del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, modificado por el artículo 622 de la Ley 1564 de 2012, fijó en cabeza de la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de la seguridad social, la competencia para resolver "las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los de responsabilidad médica y los relacionados con los contratos…”
Y aunque el impugnante aduce que la Ley 1949 de 2019,  no consagró expresamente el pago de prestaciones económicas a cargo de las Entidades Promotoras de Salud, como si lo estaba en el artículo 41 de la Ley 1122 de 2007 (modificado por el artículo 126 de la Ley 1138 de 2011), la Sala reitera que la Acción de Tutela fue concebida por el Constituyente como una institución procesal dirigida a garantizar “una protección efectiva y actual, pero supletoria, de los derechos constitucionales fundamentales”,
 siendo esa la razón por la cual no puede ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, es tarea del interesado buscar la protección a través de los medios judiciales que resulten idóneos, adecuados y disponibles, para tal fin, máxime  que lo pretendido es el pago de íntegro de unas sumas de dinero derivadas de incapacidades médicas, cuyo derecho de recibir está sometido al cumplimiento efectivo de requisitos legales y a la prueba que debe ser controvertida en un proceso, en vía de validar el cumplimiento de los mismos para dar cabida a un eventual reconcomiendo; nótese que lo dicho por ambas partes está en discrepancia, pues mientras el accionante asegura tener el derecho, la accionada por su parte insiste en no ser procedente su reconocimiento por no estar cumplidos los requisitos legales para ello.
Reparó el accionante que el a quo hizo un juicio de valor a todas luces irresponsable, al indicar que al ser una persona que devengaba más de un salario mínimo legal mensual vigente y satisfacer con ellos solo sus propias necesidades, no demostraba estar ante un perjuicio irremediable 

Considera la Sala, que aunque la cuantificación salarial tomada como base por el a quo para definir el asunto no se corresponde con el análisis del caso concreto, si debe advertir esta Coporación, que las pruebas aportadas por el accionante, no permiten dimensionar el nivel de perjuicio reclamado y que eventualmente le pudo ocasionar la entidad accionada con el no pago de las incapacidades médicas reclamadas, por cuanto la procedencia o improcedencia de la acción, depende de la carga demostrativa que haga el accionante sobre las circunstancias que alega como posible perjuicio.

Sobre tal aspecto la Corte Constitucional ha indicado

“(…) pues al alegarse la existencia de un perjuicio irremediable, corresponde al Juez comprobar que se trata de un daño cierto e inminente y no emanado de conjeturas o especulaciones,  es decir que éste sea  razonablemente sustentado en la apreciación de hechos reales y apremiantes; que sea grave por su trascendencia contra el derecho fundamental que lesionaría y de urgente atención, al ser inaplazable precaverlo o mitigarlo, para evitar que se consume una lesión antijurídica de connotación irreparable.

Como bien lo expuso la instancia, de cara a la situación alegada por el actor, esta Sala encuentra que no se reúnen las condiciones excepcionales, para que opere la protección invocada por el accionante, toda vez que éste no ha alegado ni ha demostrado ser sujeto de especial protección; tampoco encontrarse en situación de debilidad manifiesta; ni que su vida, salud o integridad personal se encontraron en riesgo o peligro inminente; ni tampoco que hubiese estado en una situación de urgencia.

De ahí que no sean aceptados los reparos presentados por la accionante en la impugnación, y más bien sí acogidas en su integridad, las conclusiones plasmadas por el a quo en la decisión de primera instancia frente al caso concreto, al considerar que la presente acción de tutela es improcedente: (ji) porque existe en el ordenamiento jurídico un procedimiento ordinario para resolver sobre esta clase de asuntos; y (ii) porque en este evento no se dan los presupuestos exigidos por la jurisprudencia constitucional para que proceda la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
En tal virtud, ante la ausencia de prueba de los supuestos fácticos que edificaron la exigencia de las pretensiones del actor, habrá de confirmarse la sentencia de primer grado que declaró la acción de tutela improcedente.

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR  el fallo de tutela, proferido el 12 de septiembre de 2019 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, que DECLARÓ IMPROCEDENTE la acción de tutela incoada por el señor HIMER ALBERTO MIELES PINTO, contra SALUD TOTAL EPS.

SEGUNDO.- POR SECRETARÍA NOTIFICAR la presente providencia como lo disponen los artículos 16 y 30 del Decreto 2591 de 1991 y 5º del Decreto 306 de 1992. 
TERCERO.- REMITIR la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

Presidente

CAMILO MONTOYA REYES

Vicepresidente
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� Sala dual conformada por los Magistrados Elka Venegas Ahumada  y Alberto Vergara Molano.


� Folio 44 Cuaderno Principal. 


� Artículo 8 del Decreto 2591 de 1991


� Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-567 de 1998. M.P: Eduardo Cifuentes Muñoz. Consideración jurídica 6; véase también las Sentencias T-123/95; T-289/95; T-297A/95; T-329/96; SU-111/97; ST-378/97; T-573/97; T-083/98.


� Corte Constitucional de Colombia. Sentencia SU-813 de 2007. M.P: Jaime Araujo Rentería.


� Ibídem. 


� Artículo 8 del Decreto 2591 de 1991


� Corte Constitucional, Sentencia T-567 de 1998 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz).  


� Corte Constitucional, Sentencia T-106 de 1993 (MP Antonio Barrera Carbonell).  Igualmente, entre otras, las sentencias SU-544 de 2001 (MP Eduardo Montealegre Lynett); T-983 de 2001  (MP Álvaro Tafur Galvis); T-514 de 2003 (MP Eduardo Montealegre Lynett); T-1017 de 2006 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), T-480 de 2011 (MP Luis Ernesto Vargas Silva).


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-608 de 1998 (MP Vladimiro Naranjo Mesa).


� MP Vladimiro Naranjo Mesa.


� Reiteración de: Corte Constitucional, Sentencia T-007 de 1992 (MP José Gregorio Hernández Galindo).


� Corte Constitucional, sentencia T-125 de 2014 (MP Nilson Pinilla Pinilla).


� Sentencia C-543 de 1992, reiterada en la sentencias SU-961 de 1999  y T-575 de 2002.


� Consideración expuesta en la sentencia de tutela bajo el radicado 110011102000201601870 01 M.P Camilo Montoya Reyes, y reiterada en la sentencia dictada bajo el radicado 0800111020200020160054601 M.P Fidalgo Javier Estupiñan Carvajal.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-608 de 1998 (MP Vladimiro Naranjo Mesa).
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